Insumos de la Sexta Visitaduría General
Cuestionario del Relator Especial de la ONU sobre obligaciones de derechos humanos relacionadas con el disfrute de un medio ambiente seguro, limpio, saludable y sostenible
1.- Por favor, proporcione, en detalle, ejemplos de buenas prácticas en la adopción de legislación, políticas y programas relacionados con la biodiversidad, que incorporen obligaciones de derechos humanos.

El 8 de febrero de 2012 se publicó la reforma al párrafo quinto del artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), el cual establece: “Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos de lo dispuesto por la ley”.

Desde la década de los ochentas del siglo pasado, el estado mexicano empezó a fortalecer el marco jurídico con leyes e instituciones para la protección de la biodiversidad y los recursos naturales involucrados, dichas leyes incorporan figuras jurídicas como los consejos consultivos, la participación de la sociedad, el acceso a la información, el uso sustentable de los recursos hídricos, incluso en algunos casos la suspensión de actividades que pudieran afectar el ambiente y los recursos naturales, como lo previsto en la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente
, la Ley de Aguas Nacionales
, la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable (LGDFS)
, la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables
, la Ley General de Cambio Climático
, el Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en materia de Áreas Naturales Protegidas
. 

En 1997 se creó el Sistema Nacional de Unidades de Manejo para la Conservación de la Vida Silvestre (UMAs); estas Unidades son espacios de promoción de esquemas alternativos de producción compatibles con la conservación de la vida silvestre, los cuales están a cargo de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT). Asimismo, en diciembre de 2010 se publicó la Norma Oficial Mexicana
 “NOM-059-SEMARNAT-2010, Protección ambiental-Especies nativas de México de flora y fauna silvestres-Categorías de riesgo y especificaciones para su inclusión, exclusión o cambio-Lista de especies en riesgo”
, que tiene por objeto identificar las especies o poblaciones de flora y fauna silvestres en riesgo en la República Mexicana, mediante la integración de listas correspondientes, así como establecer los criterios de inclusión, exclusión o cambio de categoría de riesgo para las especies o poblaciones, mediante un método de evaluación al riesgo de extinción, que es de observancia obligatoria en todo el territorio mexicano, para las personas físicas o morales que promuevan la inclusión, exclusión o cambio de las especies o poblaciones silvestres.

Por su parte, la reforma constitucional del 10 de junio de 2011 dio paso a la justiciabilidad del derecho a un medio ambiente sano. El 7 de junio de 2013 se expidió la Ley Federal de Responsabilidad Ambiental, la cual establece acciones públicas, define como bien jurídico tutelado al medio ambiente, y señala que la responsabilidad puede atribuirse a personas físicas o morales, con motivo de actos u omisiones. Dicha ley también busca la reparación del daño o en su defecto, el pago de compensaciones; detallando que las demandas deberán promoverse ante jueces federales especializados, y no así ante autoridades administrativas, con lo cual se fomenta la imparcialidad y descentralización de la protección del medio ambiente. La especialización de estos juzgados permitirá que los casos que se dirimen en ellos puedan pronunciarse sobre temas de protección ambiental y no sólo sobre la legalidad de los actos de las autoridades administrativas.
La reforma constitucional del 2011 representa el mayor avance en materia de Derechos Humanos al colocar a éstos como eje central del sistema jurídico mexicano, así como establecer garantías para dotar de eficacia material su protección y defensa, como lo es el Juicio de Amparo. Asimismo, el 6 de junio de 2011 se reformaron los artículos 103 y 107 constitucionales, relativos al Juicio de Amparo. Lo anterior, permitió la expedición de la nueva Ley de Amparo
 en cuyo artículo 1º se indica que toda persona tiene derecho a interponer el juicio de amparo por normas generales, actos u omisiones de autoridad que violen los derechos humanos reconocidos y las garantías otorgadas para su protección por la Constitución, así como por los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, entre ellos el derecho humano al medio ambiente sano. 

La reforma también otorga nuevas atribuciones y competencias a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), como la investigación hechos que constituyan violaciones graves de derechos humanos, cuando así lo juzgue conveniente o lo pidiere el Ejecutivo Federal. Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 15 de junio de 2012 se facultó a la CNDH para poder establecer el número de Visitadurías Generales que considere necesarias para la realización de sus funciones, derivando en la creación de la Sexta Visitaduría General, que entró en funciones a partir del 18 de junio de 2012, encargada del conocimiento de los Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (DESCA), sumándose al fortalecimiento de los mecanismos no jurisdiccionales de protección a los derechos humanos y su vínculo con la conservación y uso sostenible de la biodiversidad.

Desde su creación, la CNDH ha emitido 20 recomendaciones en materia ambiental, de las cuales 3 corresponden a temas de calidad del aire, 2 en materia de contaminación por ruido, 5 en temas de impacto ambiental en general y 9 de ellas en materia de agua, así como una Recomendación General No. 26/2016 “Sobre la falta y/o actualización de programas de manejo en áreas naturales protegidas de carácter federal”
, la Recomendación insta a la SEMARNAT y la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas (CONANP), órgano administrativo desconcentrado de la SEMARNAT, a que realicen los estudios y análisis para la re-categorización de las áreas protegidas que hayan perdido su vocación natural y que no cumplan con las características que les dieron origen, se tomen las medidas para evitar que esto suceda, se identifiquen y supriman los obstáculos administrativos que históricamente han impedido la formulación de los Programas de Manejo, así como que durante el procedimiento de formulación, revisión y aprobación de dichos programas se tengan en cuenta las circunstancias y los sistemas de conocimientos tradicionales y locales, garantizando que las personas interesadas sean informadas con la antelación debida, respecto de la elaboración de dichos Programas.

2.- Proporcione ejemplos concretos de buenas prácticas en la implementación de las obligaciones de derechos humanos en materia de biodiversidad. Estos ejemplos pueden incluir prácticas relacionadas con: garantías de los derechos procesales (por ejemplo, el derecho a la información, la participación y los remedios); el monitoreo de los derechos humanos afectados por leyes, programas y proyectos relacionadas con la biodiversidad, (por ejemplo, el derecho a la vida, a los alimentos, a la vivienda, a la salud, al agua y al saneamiento, y a los derechos culturales, etc.); la protección de los derechos humanos de individuos y grupos de los efectos adversos relacionados con la biodiversidad; la promoción del disfrute de los derechos humanos (por ejemplo, el derecho a la vida, a los alimentos, a la vivienda, a la salud, al agua y al saneamiento, y a los derechos culturales, etc.); guías de actividades empresariales conforme a los Principios Rectores de las Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos; y búsqueda de remedios para las víctimas.
En el 2013 la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas emitió el “Protocolo para la implementación de consultas a pueblos y comunidades indígenas de conformidad con estándares del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes”
, en el cual pone de relieve que el Estado mexicano debe de cumplimentar, frente a los planes de inversión, desarrollo, exploración o explotación de recursos naturales en territorios indígenas, un triple estándar: consulta y consentimiento; estudios de impacto; y participación en los beneficios. En el 2014 la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) publicó la segunda edición del “Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos que involucren derechos de personas, comunidades y pueblos indígenas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación”
, en él se enfatizan seis principios de carácter general que deben ser observados en cualquier proceso de justicia en que estén involucradas personas, comunidades y pueblos indígenas, mismos que son: 1) Igualdad y no discriminación; 2) Autoidentificación; 3) Maximización de la autonomía; 4) Acceso a la justicia considerando las especificidades culturales; 5) Protección especial a sus territorios y recursos naturales y 6) Participación, consulta y consentimiento frente a cualquier acción que los afecte.

Existen secretarías y órganos de la Administración Pública Federal encargados del monitoreo de diversos recursos naturales, por ejemplo, la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA)
, órgano administrativo desconcentrado de la SEMARNAT, tiene entre sus facultades la administración de las aguas nacionales y sus bienes públicos inherentes, como lo es la explotación, uso o aprovechamiento de dichas aguas, su distribución, control, así como la preservación de su cantidad y calidad para lograr su desarrollo integral sustentable. 

De conformidad con información de la CONAGUA al 30 junio del 2014
, de los 653 acuíferos del país, la disponibilidad media anual de las aguas subterráneas de 205 de ellos se encuentra en déficit; por lo que hace a la disponibilidad media anual de las aguas nacionales superficiales de las 757 cuencas
 en el país, 108 se encuentran en déficit, en ambos casos debido a que se extrajo más agua de la que se capturó. Lo anterior pone en evidencia la sobreexplotación de los recursos hídricos, y la consecuente degradación de los suelos y los efectos negativos sobre los ecosistemas rurales, así como una menor productividad de la tierra y en una pérdida de los medios de vida para la población. Al año 2015 el porcentaje de viviendas particulares habitadas que contaban con servicio de agua entubada fue del 94.6% y 92.8% con servicio de drenaje
.
Entre las buenas prácticas se resalta la publicación en 1998 de la “NOM-003-SEMARNAT-1997, Que establece los límites máximos permisibles de contaminantes para las aguas residuales tratadas que se reúsen en servicios al público”
, emitida con el objeto de proteger el medio ambiente y la salud de la población, ésta es de observancia obligatoria para las entidades públicas responsables de su tratamiento y reúso. No obstante lo anterior, no ha sido actualizada desde su publicación.

En 1992 se crea la Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad (CONABIO) comisión intersecretarial con carácter de permanente, que tiene por objetivo coordinar las acciones y estudios relacionados con el conocimiento y la preservación de las especies biológicas, así como promover y fomentar actividades de investigación científica para la exploración, estudio, protección y utilización de los recursos biológicos tendientes a conservar los ecosistemas del país y a generar criterios para su manejo sustentable
.

Los recursos financieros que ejerce la CONABIO para llevar a cabo su labor, provienen en gran parte del Gobierno Federal y se administran mediante el Fideicomiso privado "Fondo para la Biodiversidad". Este fideicomiso permite recibir contribuciones económicas y en especie, deducibles de impuestos, nacionales y del extranjero
.

Por su parte la CONANP tiene a su cargo la conservación del patrimonio natural de México. De conformidad con cifras de dicha Comisión, actualmente existen 176 Áreas Naturales Protegidas (ANP) decretadas, que resguardan el 12.93% del territorio nacional, asimismo, administra actualmente 63 sitios Ramsar dentro de ANP y atiende 79 más en otras zonas
. 

En el 2014 la SEMARNAT y CONABIO publicaron la “Estrategia 2040”
, entre sus ejes estratégicos se encuentra la conservación y manejo de la biodiversidad, para mantener la representatividad de ésta, la conectividad y función de los ecosistemas y la integralidad de los procesos ecológicos, así como la provisión de sus servicios en coordinación con otros actores, promover la participación social y cultura para su conservación, para que la población valore, sea corresponsable y participe activamente en el manejo sustentable de la biodiversidad y servicios ecosistémicos.

Tanto la CONAGUA como la CONANP cuentan con programas específicos que están sujetos a Reglas de Operación
, los cuales están subordinados al Presupuesto de Egresos de la Federación, asignado de manera anual. Entre los programas a cargo de la CONAGUA
 se encuentra el Programa de Apoyo a la Infraestructura Hidroagrícola, entre sus finalidades está contribuir al uso eficiente y sustentable del agua en cuencas y acuíferos, mediante acciones de construcción de la infraestructura hidroagrícola y tecnificación de riego, a través de apoyos a los usuarios de los Distritos de Temporal Tecnificado, Zonas de Temporal, el Programa de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento y Tratamiento de Aguas Residuales que tiene entre sus objetivos incrementar y fortalecer la capacidad instalada e incentivar el tratamiento de aguas residuales municipales en las entidades federativas del país, con el propósito de apoyar en la prevención y/o control de la contaminación de los cuerpos de aguas nacionales. Por su parte, la CONANP
 tiene a su cargo el Programa de Conservación para el Desarrollo Sostenible (PROCODES) el cual tiene por objetivo promover la conservación de los ecosistemas y su biodiversidad en las Regiones Prioritarias, mediante el aprovechamiento sostenible de los mismos, con igualdad de oportunidades para las mujeres y hombres, haciendo énfasis en la población indígena de las localidades.

De igual forma la CNDH ha emitido documentos con el fin de informar respecto de la importancia del cuidado del medio ambiente y biodiversidad, como lo son los folletos intitulados: “El derecho a un medio ambiente sano desde la perspectiva internacional”, que señala las normas internacionales que se han adoptado, y de las cuales México es parte, mismas que tienen como objetivo la protección, conservación y gestión de diversos recursos naturales; así como el folleto “Cambio climático y derechos humanos”, el cual indica los impactos de las variaciones climáticas sobre el planeta y la biodiversidad, mismos que inciden en el disfrute de diversos derechos humanos.

En el año 2000 México publicó su primera Estrategia Nacional sobre Biodiversidad, la cual se encuentra actualmente sujeta a revisión por parte de la Comisión Nacional para el Conocimiento y uso de la Biodiversidad (CONABIO), con la finalidad de cumplir con los compromisos adquiridos en el marco del Convenio sobre la Diversidad Biológica.

Con relación al monitoreo de otros derechos humanos se destaca la labor del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), organismo autónomo responsable de normar y coordinar el Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica, realiza censos nacionales de información demográfica, social, económica, financiera, geográfica, ambiental, gobierno, seguridad pública e impartición de justicia. Asimismo, el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL) es el órgano autónomo encargado de la medición de la pobreza y evaluación de los programas, objetivos, metas y acciones de política de desarrollo social. De acuerdo con el CONEVAL, y de conformidad con el numeral siguiente, el Estado mexicano debe dar considerar en la elaboración de todas sus políticas públicas, incluyendo las de protección ambiental, las carencias sociales de la población, por ejemplo, para los años 2012 a 2014 pasó de 27.4 a 28 millones de personas con carencia de acceso a la alimentación; por lo que hace a la carencia de acceso a los servicios básicos, fluctuó de 24.9 a 25.4 millones de personas
. 
3.- Por favor, indique, cuando sea relevante, los desafíos y los obstáculos implicados en la integración y protección de los derechos humanos en materia de biodiversidad.

A manera de contexto nacional, se señala que México forma parte de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), no obstante lo anterior aún tiene grandes rezagos y desigualdades tanto sociales como económicas que debe atender de manera prioritaria en su agenda nacional. Por ejemplo, de acuerdo con cifras del CONEVAL, entre los años 2012 y 2014, la población en pobreza aumentó de 53.3 a 55.3 millones de personas, lo que representa el 46.2% de la población total del país
.

La relación entre la biodiversidad y los derechos humanos es estrecha y de gran relevancia para todas las personas; se sabe que la biodiversidad beneficia al ser humano de manera indirecta a través del mantenimiento de servicios ambientales, gracias a esto contamos con aire limpio, agua fresca, alimentos, medicinas, se regula el clima y se controlan plagas. La pérdida de ésta pone en riesgo la calidad de vida de las personas, afectando particularmente a grupos de escasos recursos; la destrucción y fragmentación de bosques tropicales y otros ecosistemas favorecen el surgimiento de enfermedades transmitidas por vectores
, lo que pone en riesgo la realización de los derechos a una vida digna y a la salud, el impacto negativo a los hábitats provoca alteraciones en el ciclo hidrológico, que compromete la disponibilidad del agua
 y con ello el disfrute del derecho humano a dicho recurso
.
Algunos sectores de la población dependen directamente de los recursos locales para su subsistencia, como las comunidades locales e indígenas que son más sensibles a la pérdida de la biodiversidad. El agotamiento de plantas y animales silvestres son indispensables para su dieta, lo que puede traer consigo casos de desnutrición, vulnerando su derecho a una alimentación adecuada.

Lo anterior representa un reto ya que el Estado mexicano debe considerar estas circunstancias en la creación de políticas públicas congruentes con el combate a la pobreza y la protección a la biodiversidad, pues se trata de un recurso clave para la erradicación de las diversas privaciones de bienes y servicios que una persona puede carecer en su vida, pues la biodiversidad proporciona recursos básicos para la subsistencia.

El INEGI calculó que en el año 2014 los costos totales por agotamiento y degradación ambiental fueron de $910,906.00 millones de pesos, de los cuales el mayor porcentaje lo representa la contaminación del aire con 3.2% del Producto Interno Bruto (PIB). Por su parte, para el mismo año, el gasto en protección ambiental fue de $16,306,606.00 millones de pesos que representa el 0.9% del PIB 
. Esto pone de relieve la importancia de mejorar la eficiencia del gasto público en los diversos temas transversales que involucran la protección de la biodiversidad y su relación con los derechos humanos.

A mayor abundamiento, de conformidad con cifras del Consejo Nacional de Población (CONAPO) el 45% de la superficie del territorio mexicano está afectado por un nivel de degradación del suelo
, esto impacta en materia de producción de alimentos, uso de tecnologías sostenibles, cambio de transporte con criterios ambientales, almacenamiento de los alimentos. Lo anterior representa un reto en el cual el Estado mexicano debe fomentar un cambio integral en diversas estrategias 

Los temas de la ciencia, tecnología, actividades primarias como la agricultura, pesca y ganadería, tienen una estrecha relación con la pérdida de la biodiversidad, e incluso sectores económicos como el turismo. Por ejemplo, uno de los retos es aumentar el presupuesto en materia de investigación, ya que de conformidad con el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología la inversión en investigación y desarrollo experimental de México en los últimos años ha ido aumento, sin embargo todavía está muy distante de los países de la OCDE o países de similar desarrollo económico de América Latina
. El principal indicador a nivel internacional es el Gasto en Investigación y Desarrollo Experimental como porcentaje del Producto Interno Bruto, que al cierre del 2014 en México fue de 0.50%
. 

Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2013-2018
 consta de cinco metas nacionales: 1. México en Paz; 2. México Incluyente; 3. México con Educación de calidad; 4. México Próspero y 5. México con Responsabilidad Global, mismas que están vinculadas a diversos temas ambientales, entre ellos los numerales: 2.2.3; 3.3.3.; 4.4.3; 4.4; 4.10.4; las cuales están encaminados a impulsar políticas para el aprovechamiento sustentable y sostenible de los recursos naturales, para la conservación del medio ambiente y la biodiversidad.  Asimismo, establece tres estrategias transversales, que son: i) Democratizar la Productividad; ii) Gobierno Cercano y Moderno; y iii) Perspectiva de Género, que deben aplicar en todos los programas de la Administración pública Federal, los cuales están vinculados con la atención a grupos vulnerables, y generando que las oportunidades de desarrollo lleguen a todas las regiones, sectores y grupos de población. 
Del PND se desprenden varios programas sectoriales que prevén la protección de la biodiversidad
, ellos son el Programa Sectorial de Medio Ambiente y Recursos Naturales, el Programa de Desarrollo Agropecuario, Pesquero y Alimentario, y el Programa Sectorial de Turismo, éstos para el periodo 2013-2018. Los Programas mencionan el respeto a los derechos humanos haciendo énfasis a la estructura organizacional de dichos ministerios a favor de la igualdad y no discriminación. En éstos se considera la variable medio ambiental, el uso sustentable de los recursos encaminados a la protección de la biodiversidad.

La necesidad de involucrar estas variables en otros programas sectoriales como lo son el Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, el Programa Sectorial de Salud, el Programa Sectorial de Desarrollo Social y el Programa Sectorial de Comunicaciones y Transportes, los cuales por su trascendencia en distintos sectores económicos y sociales del país, tienen impacto en la biodiversidad del país, representa otro de los retos nacionales. 
4.- ¿Cómo se les proporciona una mayor protección a aquellos que pueden ser particularmente vulnerables a la pérdida de la biodiversidad, incluyendo pero no limitando a los pueblos indígenas?

El derecho a la consulta y al consentimiento libre, previo e informado a pueblos indígenas, sobre asuntos que afecten en sus distintos contextos es un derecho previsto en los artículos 2, Apartado B, fracción IX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 108, párrafo tercero de la Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modificados;
 54 del Reglamento de la Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente Modificados,
 y 3, fracción VI de la Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas;
 por su parte la fracción IV de la ley antes mencionada prevé el fomento al desarrollo sustentable y uso racional de los recursos naturales de las regiones indígenas. En ese contexto, y como se mencionó en el numeral 1, existe todo un marco normativo relativo a la protección de los recursos naturales en general, el cual se ha fortalecido con la publicación de dos Protocolos de actuación en materia de consulta para pueblos indígenas, mismos que fueron mencionados en el numeral 2.

Asimismo, otras disposiciones legales prevén la participación de la población en general en temas ambientales, por ejemplo, los artículos 15, fracciones XIII y XV, 157 y 158, fracción I de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. 

En algunos grupos vulnerables como lo son indígenas, mujeres y población en situación de pobreza, la pérdida de la biodiversidad afecta su sustento de vida, pues depende directamente de ésta; pensando en ello el gobierno federal ha creado varios programas que tienen por objetivo atender a diversos de dichos grupos vulnerables, por ejemplo, la Cruzada Nacional Contra el Hambre constituida en el año 2013, misma que al ser una estrategia y no un programa federal, no tiene un presupuesto específico asignado, coordina acciones con diversas secretarías y organismos de la Administración Pública Federal para conjuntar esfuerzos y recursos de sus presupuestos con cargo a los respectivos programas aprobados para el ejercicio fiscal correspondiente. A enero de 2016, se tienen registradas a 4 millones 536 mil 275 personas en condición de pobreza extrema alimentaria que han sido atendidas por esta estrategia.

La conservación de la biodiversidad es un tema de seguridad alimentaria, como se mencionó en los numerales 2 y 3; así como un tema de salud como se refirió en el numeral 3, aunado a que dicha biodiversidad proporciona los insumos necesarios para la elaboración de medicinas. En ese contexto, en el año 2001 se creó Seguro Popular, que actualmente forma parte del Programa Federal PROSPERA y tiene como objetivo brindar protección financiera a la población no derechohabiente, mediante un esquema de aseguramiento de salud, público y voluntario, a través de la consolidación de recursos provenientes de diversas fuentes, a fin de financiar el costo de los servicios de salud para la población que lo requiera. Con dicho programa el Estado mexicano pretende proporcionar acceso a la salud de grupos vulnerables, entre ellos los pueblos indígenas.  

La CNDH emitió en junio del 2016 la Recomendación General No. 27/2016 “Sobre el derecho a la consulta previa de los pueblos y comunidades indígenas de la República Mexicana”
, en la cual apunta hacia la importancia de garantizar este derecho, necesario para la preservación del derecho a la libre autodeterminación, desarrollo sustentable, propiedad ancestral, biodiversidad cultural, identidad cultural. En ese tenor, recomendó que progresivamente se promueva la obtención del consentimiento previo, libre e informado, en los casos en que el impacto de obras de infraestructura, megaproyectos u otros que impliquen la expropiación de bienes (hidroeléctricas, mineras, construcción de carreteras, etc), afecten de sobremanera la vida de los pueblos y comunidades. En virtud de lo anterior, recomendó a los poderes Ejecutivo y Legislativo tanto federales como estatales, entre otros, la elaboración de una ley sobre la materia que retome los estándares internacionales descritos en dicha Recomendación.

5.- Por favor, proporcione ejemplos de buenas prácticas en la protección de los defensores de los derechos humanos ambientales trabajando sobre temas de biodiversidad ¿Qué esfuerzos han hecho los gobiernos u otros grupos para crear un ambiente propicio para que los defensores puedan ejercitar sus derechos sin miedo?

El 25 de junio de 2012 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, cuyo objetivo es establecer la cooperación entre la Federación y las Entidades Federativas para implementar y operar las medidas de prevención, medidas preventivas y medidas urgentes de protección que garanticen la vida, integridad, libertad y seguridad de las personas que se encuentren en situación de riesgo como consecuencia de la defensa o promoción de los derechos humanos, y del ejercicio de la libertad de expresión y el periodismo. A partir de dicha ley se crea el Mecanismo para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, instancia Federal adscrita a la Secretaría de Gobernación, ante la cual las defensoras y defensores que son víctimas de un ataque o agresión pueden solicitar protección y, mediante la evaluación y determinación del riesgo existente en el caso particular, la implementación de medidas de protección o medidas urgentes de protección y medidas preventivas.
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